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1- LA APORTACIÓN DE LA PRUEBA PERICIAL POR EL 
DEMANDADO EN EL JUICIO VERBAL CON CONTESTACIÓN 
ORAL 

 
Juan Vacas Larraz 

Magistrado de Adscripción Territorial. Provincia de Lleida 
 
  
  La aportación de la prueba pericial en juicio verbal con contestación 
oral por la parte demandada debe efectuarse al contestar la demanda, es 
decir, el día de la vista. No existe una exigencia legal de aportación de 
dicho medio probatorio cinco días antes de aquélla. 

 
 Esta posición, pacífica y unánime en la práctica judicial y en la doctrina 
desde la Sentencia del Tribunal Constitucional Nº 60/2.007, de veintiséis 
de marzo, vuelve a presentar voces discrepantes desde la redacción dada 
al artículo 337.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil por la Ley 13/2009, de 3 
de noviembre. 

  
 El artículo 336.1 LEC disponía antes del año 2.009 y dispone en la 
actualidad que “los dictámenes de que los litigantes dispongan, 
elaborados por peritos por ellos designados, y que estimen necesarios o 
convenientes para la defensa de sus derechos, habrán de aportarlos con 
la demanda o con la contestación, si ésta hubiera de realizarse de forma 
escrita, sin perjuicio de los dispuesto en el artículo 337 de la presente 
ley”. Por su parte, el artículo 337.1 LEC, antes de la reforma del año 2.009, 
dispone que "si no les fuese posible a las partes aportar dictámenes 
elaborados por peritos por ellas designados, junto con la demanda o 
contestación, expresarán en una u otra los dictámenes de que, en su caso, 
pretendan valerse, que habrán de aportar, para su traslado a la parte 
contraria, en cuanto dispongan de ellos, y en todo caso antes de iniciarse 
la audiencia previa al juicio ordinario o antes de la vista en el verbal". 

 
 Ante tal redacción surgieron dos posiciones doctrinales bien 
diferenciadas. Por una parte, aquélla que exigía la aportación del 
dictamen pericial cinco días antes de la celebración del juicio, 
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argumentando que dicha exigencia constaba en el 
antedicho precepto y que tenía como finalidad evitar 
una situación de indefensión y sorpresivo conocimiento 
de un medio de prueba tan relevante como la pericial 
por del demandante, así como asegurar la presencia del 
perito en el juicio ya que el artículo 337.2 LEC disponía 
que “aportados los dictámenes conforme a lo dispuesto 
en el apartado anterior, las partes habrán de manifestar 
si desean que los peritos autores de los dictámenes 
comparezcan en... la vista del juicio verbal”. Ejemplo de 
tal doctrina es la Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Cáceres, Sección 1ª, Nº 429/2.005, de 10 de noviembre, 
F.D. 2º (LA LEY 218821/2005). Por otra parte, la mayoría 
de la doctrina jurisprudencial se inclinó por limitar el 
alcance del artículo 337.1 a los juicios verbales con 
contestación escrita, al considerar que la dicción literal 
del precepto y su ámbito de aplicación no dejaban lugar 
a dudas y que, en consecuencia, el artículo 265.1 4º LEC 
era el aplicable en estos casos. Dicho precepto establecía 
antes y después del año 2009 que “a toda demanda 
habrá de acompañarse... 4º Los dictámenes periciales en 
que las partes apoyen su pretensiones, sin perjuicio de lo 
dispuesto en los artículos 337 y 339”. De esta manera, 
aquel precepto recogía reglas especiales para supuestos 
concretos: la imposibilidad de aportar la pericial junto 
con la contestación a la demanda en el juicio verbal con 
contestación escrita. Ello significaba que en los juicios 
verbales con contestación oral la pericial debía aportarse 
al contestar la demanda, es decir, en el momento de la 
vista. Ejemplos de esta tesis son las siguientes 
resoluciones: la Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Lleida, Sección 2ª, Nº 295/2.002, de 30 de mayo de 2.002 
(LA LEY 42419/2002); la Sentencia de la Audiencia 
Provincial de Asturias, Sección 6ª, Nº 103/2.002, de 25 
de febrero (LA LEY 42419/2002); o la Sentencia de la 
Audiencia Provincial de A Coruña, Sección 5ª, Nº 
427/2.006, de 19 de octubre (LA LEY 245437/2006) 
  

 La controversia fue categóricamente resuelta por la 
Sentencia del Tribunal Constitucional Nº 60/2.007, de 
veintiséis de marzo, que afirma lo siguiente: “La 
interpretación realizada por el juzgado en el presente 
caso, exigiendo, con base en el artículo 337.1 LEC, la 
aportación en el juicio verbal de los dictámenes 
periciales por parte del demandado con anterioridad a la 
vista no se corresponde, como queda señalado, con lo 
expresamente previsto en el artículo 265.1 4º LEC, que 
se refiere a la aportación de los documentos, medios, 
instrumentos, dictámenes e informes en el acto de la 
vista del juicio verbal. Por otra parte, el artículo 337 LEC 
no resulta aplicable en la situación que se produjo en el 
caso, pues regula los supuestos en los que las partes no 
pueden aportar los dictámenes periciales en la fase de 
alegaciones, y por ello “lo anuncian” en sus escritos de 
demanda y contestación, es decir, se trata de una norma 
excepcional, únicamente prevista para esta 
eventualidad, no para la norma general del juicio verbal 
en el que siempre es oral la contestación a la demanda. 
En todo caso, desde la específica óptica que ha de 
presidir nuestro enjuiciamiento, hemos necesariamente 
de concluir que, en las concretas circunstancias del caso, 
la inadmisión de la prueba propuesta para su defensa en 
el juicio verbal por D. Manuel no resulta conforme a las 
exigencias constitucionales de tutela judicial efectiva”, es 
decir, suponen una vulneración de este derecho 
fundamental reconocido en el artículo 24 de la 
Constitución. No hay que insistir en los efectos 
vinculantes que las Sentencias del Tribunal 
Constitucional producen en los tribunales. 
  
 Como antes apuntaba, la nueva redacción dada al 
artículo 337.1 LEC por la Ley 13/2009, de 3 de 
noviembre, ha hecho revivir posiciones doctrinales que 
ya habían sido superadas. No obstante, siguen siendo 
minoritarias. Sin embargo, no por ello dejan de generar 
problemas de seguridad jurídica, especialmente entre los 
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Abogados que, en ocasiones, tienen el “deber” de 
conocer el criterio de cada juzgado sobre esta cuestión 
so pena de poner en serio riesgo el buen resultado del 
pleito. 
 
 Los argumentos de los que se sirven los partidarios de 
la inadmisión de la prueba pericial por el demandado en 
el acto del juicio son los mismos que venían utilizándose. 
Entienden que con la nueva redacción tienen cabida 
todos los juicios verbales y no solamente los de 
contestación escrita. 
 
 Considero que la mencionada reforma no puede 
justificar dicha doctrina por los siguientes motivos. En 
primer lugar, porque el cambio de redacción dada a ese 
artículo no afecta al alcance de las palabras del Tribunal 
Constitucional. Así, el artículo 337.1 LEC tras la reforma 
dispone que "si no les fuese posible a las partes aportar 
dictámenes elaborados por peritos por ellas designados, 
junto con la demanda o contestación, expresarán en una 
u otra los dictámenes de que, en su caso, pretendan 
valerse, que habrán de aportar, para su traslado a la 
parte contraria, en cuanto dispongan de ellos, y en todo 
caso cinco días antes de iniciarse la audiencia previa al 
juicio ordinario o de la vista en el verbal".  
 
 Resalto en negrita (tanto en la redacción anterior a 
2009 como en la posterior) la modificación que se ha 
producido. Resulta evidente que cuanto proclamó el 
Tribunal Constitucional en la antedicha resolución 
mantiene su vigencia y que el contenido sustancial del 
precepto sigue siendo el mismo. El único cambio 
producido es la introducción de un límite temporal para 
la aportación de la prueba pericial cuando no puede 
hacerse junto con la demanda o la contestación: cinco 
días antes de la vista. Por tanto, la norma que regula el 
momento de aportación de la pericial por el demandado 

en el juicio verbal con contestación oral sigue siendo el 
artículo 265.1 4º LEC. En segundo lugar, considero que el 
principio pro libertate debe inclinar la balanza a favor de 
esta tesis. La inadmisión de la prueba propuesta por el 
demandado por preclusión del momento para su 
aportación genera una evidente indefensión al 
proponente. Resulta indudable que existe un problema 
de interpretación de este precepto en la práctica. Pues 
bien, al entrar en juego un derecho fundamental cual es 
el de la tutela judicial efectiva, como reconoce el 
Tribunal Constitucional en su Sentencia del año 2.007, el 
principio antedicho obliga a dar primacía a la 
interpretación que no cause indefensión, es decir, en 
este caso la favorable a la admisión de la prueba. El 
argumento no es reversible, es decir, la admisión de la 
pericial no causa perjuicio a la parte actora pues en todo 
caso podrá solicitar la interrupción de la vista, si necesita 
tiempo para el estudio y análisis de la misma o, si ello no 
es posible el mismo día de la vista, la suspensión con 
señalamiento de nueva fecha. Son favorables a esta tesis 
las siguientes resoluciones: la Sentencia de la Audiencia 
Provincial de Salamanca de 23 de julio de 2.012 o la 
Sentencia Audiencia Provincial de Murcia de 23 de abril 
de 2.013. 
 
 Sin perjuicio de lo antedicho, nada impide al 
demandado presentar la pericial antes de la vista. 
 
 Por último, de no admitirse la prueba y previo 
protesto, el demandado podrá recurrir en apelación la 
sentencia dictada si es susceptible de tal medio de 
impugnación y, tanto si la sentencia es recurrible como si 
no, plantear incidente de nulidad de actuaciones ante el 
juez de instancia ex artículo 227.2 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, si cabe recurso, o ex artículo 228 de 
la misma ley, si no cabe recurso. 
 

ACCEDE A LOS NÚMEROS ANTERIOS  

DEL BOLETÍN DE LA COMISIÓN DE PRIVADO 

DE JUECES PARA LA DEMOCRACIA 
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2- EL SISTEMA DE RECURSOS Y EL EFECTO DE COSA JUZGADA RESPECTO DE LA RESOLUCIÓN 
DE LA OPOSICIÓN A LA EJECUCIÓN POR LA EXISTENCIA DE CLÁUSULAS ABUSIVAS 

 
 
 El artículo 695.4 de la LEC regula los recursos que proceden frente al auto que resuelve la oposición a la ejecución 
por la posible existencia de cláusulas abusivas.  En este precepto se establece la procedencia o no del recurso según el 
sentido de la resolución, estimando o desestimando la existencia de cláusulas abusivas.  Pero además  se hace una 
previsión sobre el alcance de esta resolución, que ha generado cierto debate.   
 Los argumentos que se han barajado sobre esto último se exponen a continuación, partiendo de los siguientes 
cuadros comparativos y explicativos. 
 
 Ejecución ordinaria, reglas generales (en el Título III, Capítulo IV) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 Ejecución hipotecaria, reglas especiales:  
 
 
 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

Declaración sobre la 
cláusula 

Efecto sobre la ejecución 
Recurso apelación (art. 
561.3) 

Alcance: ¿posible cosa 
juzgada? 

Abusiva 

"Improcedencia" de la 
ejecución si es funda-
mento de la ejecución. 
  
o 
  
Inaplicación de la cláusu-
la y despacho por la su-
ma lícita. 
  
(art. 561.1,3º LEC) 

SI 
(Con independencia del 
sentido de la resolución) 

NO 
  
"A los solos efectos de la 
ejecución" 
  
(art. 552,3 y 561.1 LEC) 

NO abusiva Sigue adelante. 

Declaración sobre la 
cláusula (art. 
695.1,4º LEC) 

Efectos sobre la 
ejecución 

Recurso apelación (art. 695.4 LEC) 
Alcance: ¿posible 
cosa juzgada? 

Abusiva 

"Sobreseimiento” 
si es fundamento 
de la ejecución. 
(art. 695.3, p2, 
inciso primero LEC) 
  
o 
  
"Inaplicación" 
(art. 695.3, p2, 
inciso segundo) 

SÍ. 
(art. 695.4, p1 LEC) 

Resto de pronun-
ciamientos: no se 
especifica. 

No se especifica 
[1] 

NO abusiva 
La ejecución sigue 
adelante. 

NO. 
(Ningún recurso, 
art. 695.4, p2) 

----- 

NO: 
"Efectos circunscritos 
exclusivamente a la 
ejecución" 
(art. 694.4, p2) 
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POSIBILIDAD 1: SÍ QUE HAY COSA JUZGADA. 
 
Argumento a): "A contrario" de la norma especial de "fuera 
de estos casos" del art.695,4p2 LEC, los efectos "no" serían 
circunscritos a la ejecución (interpretación subsistemática a 
escala de ejecución hipotecaria). 
 
Argumento b): El artículo 561.1 de la LEC, para ejecución en 
general, excluye la cosa juzgada implícitamente para toda 
resolución sobre oposición en el fondo; pero el artículo 
695.4 LEC sólo prevé un efecto similar para la cláusula 
declarada no abusiva, diferencia que viene reforzada por el 
diferente régimen de recursos.  
 
Argumento c): Siguiendo con la relación entre régimen 
general y especial, se ha afirmado que una cosa es que no 
se prevean los efectos de cosa juzgada y otra es que 
previstos, se regulen de forma parcial.  La falta de previsión 
podría dar entrada al régimen general de ausencia de cosa 
juzgada, pero al existir una mención expresa aunque sólo 
para la denegación del carácter abusivo, debe de 
interpretarse que no se ha querido ese efecto para la 
declaración de abusividad.  De hecho si se quisiese dar 
entrada al régimen general de falta de efecto de cosa 
juzgada, hubiese bastado con no hacer mención alguna.   
 
Argumento d): se favorece la seguridad jurídica, máxime 
cuando el juez ha resuelto sobre el fondo y el proceso 
declarativo posterior como regla general está reservado por 
el legislador a los hechos ocurridos después de haberse 
despachado ejecución –art.564 LEC- y a aquellos supuestos 
no comprendidos en las causas de oposición expresamente 
previstas para la ejecución hipotecaria –art. 698 LEC-. 

 

POSIBILIDAD 2: NO HAY COSA JUZGADA. 
 
Argumento a):  
i) El silencio al respecto de los efectos revive la regla general 
del artículo 561.1 LEC (pues el Cap. IV del Título III son 
disposiciones generales) -principio de especialidad: la 
norma general se aplica en defecto de la especial, o 
supletoriedad (interpretación sistemática a escala de 
ejecución en general). 
 
ii) Un argumento "a contrario" entre dos proposiciones a 
nivel de norma especial no puede en buena lógica derogar 
la norma general. 
 

 
Argumento b): El art. 695 LEC utiliza términos ajenos a la 
cosa juzgada ("sobreseimiento" -resolución no sobre el 
fondo- en lugar de "improcedencia"; "inaplicación", en lugar 
de "anulación" o "nulidad"). 
 
Argumento c): El argumento b) a favor de la cosa juzgada es 
ilógico. Al contrario: en la ejecución general (art. 561.3 LEC) 
hay una correspondencia directa entre <sí recurso> y <no 
cosa juzgada>, que puede establecerse en la hipotecaria a 
nivel de cláusula abusiva. 
 
Argumento d): El principio general de la cosa juzgada del 
art. 222 LEC se refiere solo a sentencias pero no a 
resoluciones en forma de auto.  
 
 Hallándose ya cerrado para edición este Boletín, se ha 
tenido conocimiento de la sentencia del Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea de 17 de julio de 2014, asunto 
C‑169/14, planteado por la Audiencia Provincial de 
Castellón, en la que en relación con el art. 695,4 LEC ha 
declarado que la inexistencia de recurso de apelación del 
consumidor contra la resolución de desestimar su oposición 
por existencia de cláusulas abusivas, existiendo tal recurso a 
favor del profesional para el caso de estimación de 
abusividad, es contrario al Derecho de la Unión porque no 
respeta el principio de igualdad procesal y porque acentúa 
el desequilibrio que existe entre las partes, disminuyendo 
así la efectividad de la protección del consumidor, lo que es 
contrario al art. 47 de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea y al art. 7,1 de la 
Directiva 93/13/CEE sobre las cláusulas abusivas 
(especialmente los apartados 46, 48 y 50). 
 
 De ello, ha de concluirse que, si la cláusula se declara no 
abusiva en el procedimiento hipotecario, el juzgado debe 
advertir de que existe recurso de apelación para el 
consumidor, de conformidad con el principio de primacía 
del Derecho Comunitario y de la doctrina del TJUE, y, si 
fuera interpuesto, admitirlo con suspensión de la ejecución, 
pues es precisamente esta falta de suspensión de la 
ejecución con riesgo de que se produjesen daños 
irreparables –pues la única posibilidad de defensa del 
consumidor era acudir al proceso declarativo, que no 
suspende la ejecución- lo que inclina al Tribunal a declarar 
la norma contraria al derecho de la Unión (apartado 43). 
 
 En cualquier caso, esta sentencia habrá de ser objeto de 
un estudio más profundo y reflexionado en próximos 
meses. 

[1] DIVERSOS ARGUMENTOS QUE SE HAN ESGRIMIDO EN LA COMISIÓN EN FAVOR Y EN 
CONTRA DE LA COSA JUZGADA: 
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LA APLICACIÓN DE NORMAS NACIONALES 
SUPLETORIAS SEGÚN LA STJUE DE 30 DE ABRIL DE 2014 
(ASUNTO C-26/13).  
 
 Parece aceptarse la interpretación según la cual, si solo 
cabe la aplicación de normas nacionales supletorias cuando 
la nulidad de una cláusula impida la continuación o 
funcionamiento del contrato y la nulidad de todo el 
contrato suponga un perjuicio para el consumidor, en 
sentido contrario, la nulidad de cláusulas abusivas 
accesorias que no impiden el funcionamiento del contrato 
(intereses moratorios por ejemplo) no permite la entrada 
de normas nacionales de forma supletoria.   
  
 Raquel Blazquez Martín ha dictado recientemente una 
sentencia sobre la  hipoteca multidivisa (referencia del 
Cendoj - Roj: SJPI 48/2014), y afirma respecto a esta 
sentencia del TJUE que "la prohibición de integrar sólo 
tiene sentido en función del objeto del artículo 7 de la 
Directiva (el efecto disuasorio). Por encima de este objetivo 
está la finalidad global de la Directiva:  reemplazar el 
equilibrio formal que el contrato establece entre los 
derechos y obligaciones de las partes por un equilibrio real 
que pueda restablecer la igualdad entre éstas, y no anular 
todos los contratos que contengan cláusulas abusivas 
(apartado 82 en la sentencia). Si la prohibición de integrar 
produce el efecto justamente contrario al propósito 
disuasorio, no rige, porque fallan los requisitos que la 
sustentan". 

 
LA EJECUCIÓN DE LA ENTREGA DE LA POSESIÓN DEL 
INMUEBLE QUE SE HA SUBASTADO ANTE NOTARIO.  
 
 La mayoría entiende que hay título ejecutivo, sin 
perjuicio de que el juez antes de despachar ejecución debe 
valorar si existe nulidad por abusividad de la cláusula de 
sumisión al procedimiento de ejecución extrajudicial.  Se 
aportó la SAP de Baleares de 12 de mayo de 2014 (EDJ 
2014/89501) donde se confirmaba la nulidad de una 
cláusula de ese tipo, acordada por el Juzgado Mercantil Nº 
1 de Palma de Mallorca. 
 

Por el contrario, algunos han defendido que del juego de 
los artículos 236.m) del Reglamento Hipotecario y el art. 
1462 CC no hay título ejecutivo y procede denegar el 
despacho de ejecución. 

 
- STJUE de 30 de abril de 2014 (asunto C-26/2013).  Se 
trata de una sentencia relativa a un préstamo en divisa 
extranjera.  Destaca de ella la posibilidad de controlar las 
cláusulas esenciales de un contrato si estas no cumplen 
con el requisito de transparencia, que tal concepto de 
cláusula esencial debe ser interpretado restrictivamente, 
al suponer la una excepción a la regla general de control 
de abusividad,  y además son importantes los siguientes 
argumentos respecto a la consideración como abusiva de 
una cláusula esencial: 
 
 76. Con su tercera cuestión prejudicial el tribunal 
remitente pregunta en sustancia si en una situación 
como la que es objeto del litigio principal, en la que un 
contrato concluido entre un profesional y un consumidor 
no puede subsistir tras la supresión de una cláusula 
abusiva, el artículo 6, apartado 1, de la Directiva 93/13 
debe interpretarse en el sentido de que se opone a una 
normativa nacional que permite al juez nacional 
subsanar la nulidad de la cláusula abusiva sustituyéndola 
por una disposición supletoria del Derecho nacional. (...) 
 79. Pues bien, si el juez nacional tuviera la facultad de 
modificar el contenido de las cláusulas abusivas que 
figuran en tales contratos, dicha facultad podría poner 
en peligro la consecución del objetivo a largo plazo 
previsto en el artículo 7 de la Directiva 93/13. En efecto, 
la mencionada facultad contribuiría a eliminar el efecto 
disuasorio que ejerce sobre los profesionales el hecho de 
que, pura y simplemente, tales cláusulas abusivas no se 
apliquen frente a los consumidores, ya que los 
profesionales seguirían estando tentados de utilizar esas 
cláusulas al saber que, aun cuando llegara a declararse la 
invalidez de las mismas, el contrato podría ser integrado 
no obstante por el juez nacional en lo que fuera 
necesario, protegiendo de este modo el interés de 
dichos profesionales (sentencia Banco Español de 
Crédito, EU:C:2012:349, apartado 69). 
  
 Resalto "no se apliquen" porque no dice que no 
existan. Se sigue con la idea de la no vinculación que es 
lo que dice la directiva del 93 y ello es importante 
porque una cláusula abusiva entiendo que existe pero no 
se aplica, de modo que podría defenderse con este 

CUESTIONES DEBATIDAS JURISPRUDENCIA 



7 

 

argumento que no se da el supuesto de hecho del 
artículo 1108 del CC, que dice "no habiendo pacto...".   
 La sentencia sigue diciendo: 
  
 80. Sin embargo, de ello no se sigue que el artículo 6, 
apartado 1, de la Directiva 93/13 se oponga a que en una 
situación como la del asunto principal el juez nacional, 
aplicando los principios del Derecho contractual, suprima 
la cláusula abusiva y la sustituya por una disposición 
supletoria del Derecho nacional. (...) 
 
 82. En efecto, la sustitución de una cláusula abusiva 
por una disposición supletoria nacional se ajusta al 
objetivo del artículo 6, apartado 1, de la Directiva 
93/13, ya que según constante jurisprudencia esa 
disposición pretende reemplazar el equilibrio formal que 
el contrato establece entre los derechos y obligaciones 
de las partes por un equilibrio real que pueda restablecer 
la igualdad entre éstas, y no anular todos los contratos 
que contengan cláusulas abusivas (véanse, en este 
sentido, en especial, las sentencias Pereničová y Perenič, 
C-453/10, EU:C:2012:144, apartado 31, y Banco Español 
de Crédito, EU:C:2012:349, apartado 40 y la 
jurisprudencia citada). 
 
 83. En cambio, si en una situación como la del asunto 
principal no se permitiera sustituir una cláusula abusiva 
por una disposición supletoria y se obligara al juez a 
anular el contrato en su totalidad, el consumidor podría 
quedar expuesto a consecuencias especialmente 
perjudiciales, de modo que el carácter disuasorio 
derivado de la anulación del contrato podría frustrarse. 
 
 84. En efecto, tal anulación tiene en principio el 
efecto de hacer inmediatamente exigible el pago del 
importe del préstamo pendiente de devolución, en una 
cuantía que puede exceder de la capacidad económica 
del consumidor, y por esa razón puede penalizar a éste 
más que al prestamista, a quien, como consecuencia, no 
se disuadiría de insertar cláusulas como esas en los 
contratos que ofrezca. 
 
 85. Por las anteriores consideraciones se ha de 
responder a la tercera cuestión prejudicial que el artículo 
6, apartado 1, de la Directiva 93/13 debe interpretarse 
en el sentido de que, en una situación como la que es 
objeto del litigio principal, en la que un contrato 
concluido entre un profesional y un consumidor no 
puede subsistir tras la supresión de una cláusula 
abusiva, dicha disposición no se opone a una normativa 
nacional que permite al juez nacional subsanar la nulidad 

de esa cláusula sustituyéndola por una disposición 
supletoria del Derecho nacional. 
   

 Se permite por lo tanto aplicar normas nacionales 
supletorias pero parece que solo cuando el contrato no 
pueda subsistir porque la cláusula es esencial y al anular 
el contrato se perjudica al consumidor más que 
beneficiarle, ya que se le obligaría a devolver todo el 
préstamo.  Parece que habrá que entender, en sentido 
contrario, que si la cláusula es accesoria no hace falta 
acudir a normas supletorias porque el contrato subsiste. 
 
 
 - STS de 15 de octubre de 2013. Resuelve una 
cuestión sobre jurisdicción competente cuando la acción 
se dirigió frente a la aseguradora de la administración y 
luego interviene de forma voluntaria la administración. 
Considera que esta intervención no afecta:.  
 
 "La reforma de la LOPJ llevada a cabo por la LO 
19/2003, reconoce expresamente la competencia del 
orden jurisdiccional contencioso administrativo cuando 
el interesado accione directamente contra el asegurador 
de la Administración, junto a la Administración 
respectiva". Con ello se ha puesto fin a la competencia 
del orden civil para el conocimiento de las demandas 
dirigidas conjuntamente contra la Administración y el 
asegurador, pero este precepto ha sido interpretado por 
los AATS (Sala de Conflictos) de 18 de octubre de 2004 y 
28 de junio de 2004 (teniendo en cuenta la inclusión del 
último inciso, que no figuraba en algunos textos 
prelegislativos) en el sentido de que, según expresión del 
primero de los citados autos, "la reforma introducida por 
la LO 19/2003, de 23 de diciembre, en el art. 9.4 LOPJ, en 
el sentido de atribuir al orden jurisdiccional contencioso-
administrativo las reclamaciones de responsabilidad 
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cuando el interesado accione directamente contra el 
asegurador de la Administración, se refiere al supuesto 
de que se reclame contra aquella "junto a la 
Administración respectiva", lo que excluye el supuesto 
de haberse demandado únicamente a la Compañía de 
Seguros". 
 
 Y sigue diciendo: "Las reflexiones que preceden y la 
conclusión a la que conducen no quedan contra dichas 
por la circunstancia de que el Instituto Catalán de la 
Salud compareciera ante el Juzgado de Primera Instancia 
mostrándose parte en el procedimiento instado 
inicialmente contra Zurich. Esta intervención, que solo le 
permite adquirir la condición de parte demandada si el 
demandante decide dirigir la demanda frente al mismo 
(STS 20 de noviembre de 2011), y que no tiene más 
interés que el fracaso de la demanda dirigida 
exclusivamente contra la compañía aseguradora, no 
altera la naturaleza de la acción ejercitada al amparo del 
artículo 76 de la Ley del Contrato de Seguro ni por 
consiguiente el régimen de competencia ( auto 
21/2010 )". 
 
 
 - La STS 611/2013 de 16 de octubre de 2013 explica 
en relación con los contratos de arrendamiento sujetos 
al RDL de 1985 y en cuanto a la duración por "tiempo 
indefinido" concluyendo que hay que acudir por lo tanto 
a la interpretación del contrato y por lo tanto a la 
literalidad y la voluntad de las partes en su defecto para 
poder determinar el alcance de la expresión "tiempo 
indefinido".: 
 
 "TERCERO.- Esta Sala ha abordado la cuestión ahora 
suscitada, entre otras, en sentencia núm. 204/2013, de 
20 marzo, Recurso de Casación núm. 289/2010, 
afirmando que “Es doctrina de esta Sala que: " [..] el 
alcance que debe darse a la expresión "tiempo 
indefinido" consignada en contratos de arrendamiento 
celebrados bajo la vigencia del RDL 2/85, no es 
equivalente al acogimiento del régimen de prórroga 
forzosa del artículo 57 LAU 1964, por no ser términos 
equivalentes y por exigirse para su acogimiento, una 
deducción inequívoca del articulado del contrato ( STS 22 

de noviembre de 2010. RC 393/2006)”; a lo que añade 
que dicha expresión ("tiempo indefinido") es contraria a 
la naturaleza del contrato de arrendamiento y es por ello 
que no equivale al pacto de prórroga forzosa “salvo que 
del conjunto de las cláusulas o estipulaciones del 
contrato pueda inferirse lo contrario.....”. 
 
 En este caso ha de considerarse que la sentencia 
impugnada no ha seguido adecuadamente dicha 
doctrina pues no es preciso acudir al conjunto de las 
cláusulas del contrato, sino que basta la consideración 
de la cláusula de duración, para concluir que la voluntad 
de las partes expresada en el contrato era la de 
someterse al régimen de la prórroga forzosa de la LAU 
1964, como permitía el RDL 2/1985, pues se dice que la 
duración es indefinida por ser el 
arrendamiento prorrogable en la forma prevista en la 
vigente LAU (que era entonces la de 1964), o en las 
futuras. El artículo 9 del RDL 2/1985, que supuso una 
importante innovación en el régimen arrendaticio 
urbano, se limitó a suprimir el carácter forzoso de la 
prórroga sin impedir que fueran las propias partes las 
que acordaran someterse a dicho régimen previsto en el 
artículo 57 de la LAU 1964, que resultaba de uso 
facultativo para el arrendatario y que únicamente cesaba 
por las causas específicamente previstas por la ley. 
 
 En el caso presente la propia literalidad del contrato 
pone de manifiesto que las partes se sometieron 
voluntariamente al régimen de la prórroga forzosa 
previsto en la LAU 1964, y dicho contrato ha de seguir 
rigiéndose por dicha normativa de conformidad con lo 
dispuesto por la Disposición Transitoria Primera.2 de la 
LAU 1994". 
 
 
 - Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, de 
14 de febrero de 2014, rec. Núm. 1839/2008. Explica 
que el procedimiento de jura de cuentas de los artículos 
33 y 34 de la LEC son un incidente respecto del 
procedimiento principal y por ello están sujetos a la 
caducidad de ese procedimiento principal sin perjuicio 
del plazo de prescripción aplicable a la reclamación.   
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 - La STS 664/2013 de 23 de octubre de 2013 exige la 
notificación al arrendador de la persona que va a 
subrogarse para entender que se ha producido dicha 
subrogación.  No basta con que conozca el fallecimiento 
del arrendatario: 
 
 "Establece el art. 16.3 de la LAU de 1994, aplicable 
según la disposición transitoria segunda B) 9: 
 
 El arrendamiento se extinguirá si en el plazo de tres 
meses desde la muerte del arrendatario el arrendador 
no recibe notificación por escrito del hecho del 
fallecimiento, con certificado registral de defunción, y de 
la identidad del subrogado, indicando su parentesco con 
el fallecido y ofreciendo, en su caso, un principio de 
prueba de que cumple los requisitos legales para 
subrogarse. Si la extinción se produce, todos los que 
pudieran suceder al arrendatario, salvo los que 
renuncien a su opción notificándolo por escrito al 
arrendador en el plazo del mes siguiente al fallecimiento, 
quedarán solidariamente obligados al pago de la renta 
de dichos tres meses. 
 
 Alega el recurrente que conocieron el fallecimiento 
del arrendatario pero que ello no conllevaba un 
consentimiento automático de la subrogación y 
mantiene que no se les notificó la persona que fuese a 
subrogarse en el arriendo. 
 Del tenor del precepto analizado se infiere que se 
menciona la necesidad de notificación por escrito, pero 
no se exige, a diferencia que en la LAU de 1964, que 
fuese fehaciente. 
 
 Esa fehaciencia se exige en la LAU de 1994, al menos 
quince veces, para otros supuestos, especialmente de 
actualización de renta, pero no en el ahora analizado. En 
cualquier caso el conocimiento del fallecimiento no 
puede equipararse al consentimiento de la subrogación y 
en este sentido las sentencias de esta Sala de 22-22-
2010, rec. 2195 de 2006; 30-5-2012, rec. 1978 de 2008 y 
22-4-2013 (Pleno), rec. 356 de 2010. 
 
 En el caso de autos, no consta notificada la 
subrogación por escrito. 
 

 Tampoco puede deducirse la notificación del 
conocimiento de la muerte, como jurisprudencialmente 
se ha reiterado; ni de los recibos de tasas, pues los 
abonó D. Aureliano y no sus sucesores. Tampoco consta 
pago de renta alguna, tras el fallecimiento de D. 
Aureliano salvo la extemporánea consignación efectuada 
después de la interposición de la demanda. 
 
 Estimado el motivo y el recurso de casación debemos 
declarar que la sentencia recurrida infringe el art. 16.3 
de la LAU debiendo declararse que no concurrió 
subrogación de la demandada en la relación arrendaticia, 
por lo que estimando la demanda acordamos el 
desahucio de la demandada con apercibimiento de 
lanzamiento si no efectúa el desalojo en el plazo legal". 
 
 
 - La STS de 6 de noviembre de 2013 reitera que para 
realizar actos dispositivos a través de un mandato 
representativo es necesario que en el mandato se 
especifiquen los detalles del acto y no basta por lo tanto 
una fórmula genérica: 
 
 "SEXTO.- El segundo de los motivos del recurso de 
casación alega la infracción del artículo 1713, párrafo 
segundo, del Código civil y la jurisprudencia aplicable. Lo 
que se mantiene en este motivo es que el poder de 
autos, que incluye el de "hacer y aceptar 
donaciones..." permite hacer la donación que llevó a 
cabo el mandatario a la donataria -ambos 
codemandados-de una finca del mandante. 
 
 Ante todo, conviene precisar que la cuestión se 
centra en el mandato representativo, es decir, el 
mandato como relación entre los contratantes respecto 
a un acto jurídico y representación, relación con el 
tercero y así lo han destacado las antiguas sentencias de 
16 febrero 1935 y 22 mayo 1942 y lo reitera la de 24 
febrero 1995. Lo cual debe relacionarse con el artículo 
1713, párrafo segundo, del Código civil que exige 
mandato expreso (o específico) para actos de disposición 
(acto de riguroso dominio, expresa esta norma). 
 
 Lo que, además, exige la jurisprudencia es que para la 
validez (o existencia) de un concreto acto dispositivo, es 

JURISPRUDENCIA     
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preciso que se concrete en el mandato con poder de 
representación, el acto y el objeto con sus esenciales 
detalles. Así, la sentencia del pleno de esta Sala, de 26 
noviembre 2010 dice: 
 
 El grado de concreción necesario en la designación 
del objeto del mandato depende del carácter y 
circunstancias de aquél. Así, la jurisprudencia tiene 
declarado que cuando el mandato tiene por objeto actos 
de disposición es menester que se designen 
específicamente los bienes sobre los cuales el 
mandatario puede ejercitar dichas facultades, y no es 
suficiente con referirse genéricamente al patrimonio o a 
los bienes del mandante. 
 
 Es decir, conforme a la doctrina jurisprudencial que 
ahora se reitera, es que el mandato representativo cuyo 
poder viene a referirse a un acto o actos de disposición, 
sólo alcanza a un acto concreto cuando éste ha sido 
especificado en el sujeto y el objeto, en forma bien 
determinada. Y esto no es lo que se ha dado en el 
presente caso, por lo que la donación que hizo el 
codemandado a la codemandada, no estaba dentro del 
mandato representativo y debe declararse inexistente 
por falta del consentimiento, elemento esencial del 
contrato, lo que así han hecho las sentencias de 
instancia". 
 
 

 - La STS, en Pleno, de 20 de enero de 2014 reconoce 
la legitimación de la madre legataria del usufructo 
universal para desahuciar a su hijo que era el heredero y 
respecto del cual se afirma que está en precario sin título 
que le legitime para permanecer en la posesión.  Resulta 
irrelevante para el Tribunal que la herencia no se haya 
partido y no existan cuotas asignadas a cada 
heredero:      
 
 "4. En el presente caso, la inalterabilidad del ius 
delationis, como razón informadora del derecho 
hereditario, comporta que la legataria del usufructo 
universal de la herencia ostente la legitimación y 
atribución de facultades que le infiere el legado como 
derecho hereditario ya plenamente delimitado y 
concretado en el curso del fenómeno sucesorio, 
con independencia de su posible concurrencia con los 
demás derechos hereditarios que resulten sujetos a la 
situación de indivisión de la comunidad hereditaria y, por 
tanto, a su posterior determinación en 
titularidades concretas sobre bienes determinados a 

través del cauce particional.  Máxime, en el presente 
caso, en donde, como señala acertadamente la sentencia 
de la Audiencia, la constitución del legado responde a 
una válida disposición testamentaria resultando 
refrendada por la beneficiaria en una escritura de 
aceptación y adjudicación parcial de la herencia, el 2 
de julio de 2008.". 
 
 

 - La STS de 10 de febrero de 2014 analiza la 
indemnización de daños y perjuicios en la resolución de 
una compraventa en la que la entidad compradora entró 
en concurso y no pudo cumplir con sus obligaciones.  La 
imprevisible crisis económica (caso fortuito) y la ausencia 
de previsión de una cláusula penal impiden reclamar por 
la depreciación del suelo que recibe el vendedor después 
de la resolución:   
 
 "En todo caso, en el supuesto concreto, los daños y 
perjuicios de los que deba responder el deudor de buena 
fe son " aquellos que estuvieren dentro de la órbita del 
contrato o del fin de protección de intereses amparados 
por el mismo " (STS núm. 190/2011, de 17 de marzo, 
Fundamento de Derecho Octavo). Y parece evidente que 
en 2005, año en el que se contrató la compraventa de 
suelos, el ciclo alcista del sector inmobiliario que le 
precedió durante la última década (1997-2006), no podía 
hacer prever la magnitud de lo que ha venido en 
llamarse comúnmente como " burbuja inmobiliaria ", 
con un alcance que, todavía hoy, no se puede afirmar 
que haya terminado. Buena prueba de ello es que desde 
finales de 2007 y durante los dos años siguientes, 
inmobiliarias, promotoras, y constructoras relacionadas 
con el sector, se vieron obligadas a presentar concurso -
es el caso de MARTINSA-FADESA, entre las más 
importantes-, refinanciar su deuda financiera, enajenar 
activos, convenir daciones en pago, etc... 
 
 Por ello, como señala la STS antes citada "el deudor 
no doloso que ha lesionado el interés del acreedor 
responde frente a él no, sin más, por todas las 
consecuencias imaginables de su conducta contraria al 
contrato, sino sólo por las pérdidas que se irroguen a los 
intereses del acreedor protegidos por medio del propio 
contrato, que son las que, además de previsibles, sean 
consecuencia necesaria de la falta de cumplimiento". 
 
 La capacidad normativa de las partes (art. 1255) juega 
un papel importante en materia de responsabilidad 
obligacional. Cabe que las partes pacten la extensión de 
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responsabilidad inherente a la obligación incumplida, no 
sólo por dolo o culpa, sino incluso en caso fortuito. 
 
 Nada de ello se contempló en el contrato. Si se 
hubiera considerado por los actores que la restitución 
recíproca de las prestaciones a que se refiere el art. 
1123.I Cc podía tener el efecto perverso de que su 
prestación (devolución del precio) iba a ser superior a la 
que recibía del deudor (los suelos), podían haber exigido 
su cumplimiento, pues los contratos de compraventa no 
contemplaban estipulaciones de compensación por 
daños y perjuicios, bien en forma de cláusula penal (ex 
art. 1152 Cc ) o meramente indemnizatorias, moderables 
o no (art. 1124 Cc). 
 
 Razones de mercado, pero ajenas al contrato, han 
provocado la ruina del sector inmobiliario. Puede existir, 
por ello, una alteración de circunstancias que modifica la 
proporción o el equilibrio de las prestaciones, frustrando 
el fin económico del contrato. Lo que no debe soportar 
el deudor de buena fe son los daños y perjuicios que esta 
alteración de circunstancias provoca al acreedor. 
 
 No puede graduarse hasta el punto de fijar un nivel 
de responsabilidad con fórmulas equitativas, cuando las 
causas que motivaron los daños son ajenas al contrato, y 
sobre las que el deudor, incumplidor de buena fe, no 
ejerce ningún control (STS de 24 de febrero de 1993). 
 
 Y todo ello sin perjuicio de que se satisfaga por 
MARTINSA-FADESA los gastos sufridos derivados de las 
operaciones resueltas (14.448,41.-# y 9.181,47.-#) a que 
se refiere la sentencia recurrida". 
 
 

 - La Sentencia del Tribunal Supremo de 4 de marzo 
de 2014 (D. SEBASTIAN SASTRE PAPIOL) explica las 
condiciones que han de concurrir para que se dé un acto 
de competencia desleal: 
 
 "TERCERO.- (...) 1. La Ley 3/1991, de 10 de enero, 
Competencia Desleal (LCD), según señala su EM es un 
instrumento de ordenación y control de las conductas en 
el mercado. Afirma que para que exista acto de 
competencia desleal basta con que se cumplan dos 
condiciones previstas en el párrafo primero del art. 2 : 
que el acto se realice en el mercado (es decir, que se 
trate de un acto dotado de esa transcendencia externa) y 
que se lleve a cabo con fines concurrenciales. 
 

2. Los actos ilícitos de denigración se regulan en el art. 9 
LCD y consisten en la realización o difusión de 
manifestaciones dirigidas a un tercero, aptas para 
menoscabar el crédito en el mercado, salvo que sean 
exactas, verdaderas o pertinentes. Como ha señalado 
esta Sala (STS de 22 de marzo de 2007) no se requiere un 
ánimo específico de denigrar, ni de producir alteración 
de la reputación del competidor, ni que la comunicación 
haya tenido eficacia, sin embargo ha de existir idoneidad 
o aptitud del acto. 
 
3. En el caso de autos, como señala la sentencia 
recurrida, las manifestaciones se hicieron en un ámbito 
concurrencial; la circunstancia de que se expresaran en 
una licitación pública, en la que participaban distintas 
empresas competidoras, y el demandante 
reconvencional intervenga precisamente en este 
mercado público, tomando parte en concursos 
convocados por la Administración pública, ante la que se 
han de acreditar méritos, constituye, en principio, razón 
suficiente para entender que se trata de un acto con 
trascendencia externa capaz de producir efectos ante 
quien tiene la potestad de la adjudicación de estos 
servicios".  
 
 
 - La STS de 5 de marzo de 2014 reitera la doctrina 
sobre la nulidad y anulabilidad de los acuerdos de la 
comunidad de propietarios: 
 
 "(...) explican las diferencias entre nulidad y 
anulabilidad, sujeta a caducidad, y recuerdan que la 
jurisprudencia posterior a las sentencias que se invocan 
en el recurso, se definió claramente por considerar 
meramente anulables los acuerdos que entrañasen 
infracción de algún precepto de la Ley de Propiedad 
Horizontal o de los Estatutos de la respectiva 
Comunidad, quedando reservada la más grave 
calificación de nulidad radical o absoluta solamente para 
aquellos otros acuerdos que, por infringir cualquier otra 
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Ley imperativa o prohibitiva que no tenga establecido un 
efecto distinto para el caso de contravención o por ser 
contrarios a la moral o el orden público o por implicar un 
fraude de Ley, hayan de ser conceptuados nulos de 
pleno derecho, conforme al párrafo 3º del artículo 6 del 
Código Civil, y por tanto insubsanables por el transcurso 
del tiempo (...)". 
 
 (...) De esta doctrina jurisprudencial se deduce que 
los acuerdos comunitarios sobre alteración de elementos 
comunes, que se hayan adoptado por mayoría, pese a 
requerir la unanimidad, quedarán convalidados si no se 
recurren en el plazo establecido, al tratarse de una 
infracción de la Ley de Propiedad Horizontal ( arts. 15 
a 18 de la LPH ) ( STS. 27/2/2013, rec. 1023 de 2010 )". 
 
 
 - La STS de 13 de marzo de 2014 reitera lo que 
supone o significa el concepto "acción directa" en el 
supuesto del artículo 1597 del CC, de modo que: 

 
 "La jurisprudencia ha efectuado una interpretación 
del artículo 1597 CC en el sentido de concebirla como 
una acción directa, que se puede ejercer contra el 
comitente o contra el contratista o subcontratista 
anterior, o frente a todos ellos simultáneamente, al estar 
afectados y obligados en la relación contractual 
instaurada, que de esta manera se proyecta al comitente 
y, en tal caso, la responsabilidad de éste y del contratista 
es solidaria ( SSTS 15 de marzo de 1990, 29 de abril de 
1991, 12 de mayo y 11 de octubre de 1994, 2 y 17 de 
julio de 1997, 28 de mayo y 22 de diciembre de 1999, 6 
de junio y 27 de julio de 2000, etc.), señalando que no se 
trata de una acción sustitutiva, por lo que cabe 
ejercitarla sin reclamar previa o simultáneamente al 
contratista (SSTS 16 de marzo de 1998, 11 de octubre de 
2002 ), al que basta con haber constituido en mora, sin 
necesidad de haber hecho excusión de sus bienes ni de 
haberle declarado en insolvencia (SSTS 12 de mayo de 
1994), STS, Civil sección 1, del 26 de Septiembre del 
2008, recurso: 155/2002". 
 

 - La STS de 13 de marzo de 2014 explica el concepto y 
naturaleza del crédito documentario: 
 
 "Se caracteriza por ser un convenio por virtud del cual 
el banco emisor, obrando por la solicitud de su cliente, 
como ordenante del crédito, se obliga a hacer un pago a 
un tercero beneficiario, o a autorizar otro banco para 
que efectúe tal pago, pero siempre contra la entrega de 
los documentos exigidos, y cumpliendo rigurosamente 
los términos y condiciones de crédito (S. 16 de mayo de 
1.996). Se rige por lo pactado, que no contradiga 
normativa imperativa, (arts. 1.091 y 1.255 CC. ), 
pudiéndose estipular la aplicación de las Reglas y Usos 
Uniformes aprobados por la Cámara de Comercio 
Internacional ( STS 20-5-2008, rec. 1233/2001). 
 
A la vista de la mencionada doctrina y analizando el 
crédito documentario, a la luz de lo que del mismo se 
expresa en el contrato de obra, hemos de expresar que 
el crédito documentario es una garantía que crea el 
comprador (Bionex) para asegurar el pago ante el 
beneficiario (CMB), pago que solo efectuará el banco, si 
el beneficiario entrega los documentos convenidos. 
 
 El art. 2 de las reglas y usos uniformes relativos a los 
créditos documentarios de la Cámara de Comercio 
Internacional lo define como el acuerdo por el que un 
banco, a petición de un cliente (ordenante) o en su 
propio nombre se obliga a hacer un pago a un tercero 
(beneficiario). El art. 3 de las mencionadas reglas pone 
énfasis en la abstracción del crédito documentario, en 
cuanto desvinculado causalmente del contrato de venta, 
o del contrato a cuya financiación sirve. 
 
De ello se deduce la esencial importancia del crédito 
documentario como medio de garantía y financiación del 
pago en el comercio internacional, al que dota de una 
esencial seguridad jurídica, contribuyendo a la confianza 
entre empresas al asegurarse el cobro de las 
prestaciones efectuadas, mediante la intervención de 
una entidad bancaria ajena al contrato, a la que se 
confiere una orden de pago, estrictamente definida en 
cuanto al modo, tiempo y liquidación". 
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 Se analiza este instrumento para determinar cuándo 
se entiende hecho el pago.  Al no pactarse el pago desde 
la emisión, no se entiende hecho el pago y persiste la 
deuda a efectos de la acción del artículo 1597 del CC.   
 
 
 - Sentencia de la Audiencia Provincial de Palencia, 
Sección 1ª, de 17 de marzo de 2014, recurso 
28/2014. Defiende un concepto restringido de perjuicio 
de modo que será necesario que se de un auténtico 
sacrificio patrimonial para la masa activa, es decir, que el 
acto jurídico sea oneroso y la prestación realizada por el 
deudor no tuviera su justificación en una 
contraprestación patrimonial equivalente para dicha 
masa.  
 
 
 - La RDGRN de 31 de marzo de 2014 exige que la 
tasación incorporada a la escritura de hipoteca la haya 
efectuado una entidad homologada aunque el préstamo 
no lo haya concedido una entidad de crédito y se trate 
de préstamo entre particulares.  
 
 
 - La STS de 1 de abril de 2014 (ponente: Rafael 
Sarazá) trata diversas cuestiones relacionadas con la 
calificación del concurso y entre ellas el cómputo del 
plazo de dos meses para instar la declaración de 
concurso: 
 
 "En la Ley Concursal la insolvencia no se identifica con 
el desbalance o las pérdidas agravadas. Cabe que el 
patrimonio contable sea inferior a la mitad del capital 
social, incluso que el activo sea inferior al pasivo y, sin 
embargo, el deudor pueda cumplir regularmente con sus 
obligaciones, pues obtenga financiación. Y, al contrario, 
el activo puede ser superior al pasivo pero que la 
deudora carezca de liquidez (por ejemplo, por ser el 
activo ser liquidable a muy largo plazo y no obtener 
financiación) lo que determinaría la imposibilidad de 
cumplimiento regular de las obligaciones en un 
determinado momento y, consecuentemente, la 
insolvencia actual. Por consiguiente, aunque con 
frecuencia se solapen, insolvencia y desbalance 
patrimonial no son equivalentes, y lo determinante para 
apreciar si ha concurrido el supuesto de hecho del art. 
165.1 de la Ley Concursal es la insolvencia, no el 
desbalance o la concurrencia de la causa legal de 
disolución por pérdidas agravadas… 

 (...) lleva razón el recurso cuando afirma que las 
sentencias de instancia equiparan incorrectamente la 
insolvencia con la concurrencia de causa legal de 
disolución por pérdidas agravadas que hayan dejado 
reducido el patrimonio a menos de la mitad del capital 
social. Al no computar el plazo de dos meses previsto en 
el art. 5.1 de la Ley Concursal desde que el deudor 
conoció o debió conocer su situación de insolvencia, esto 
es, que no podía cumplir regularmente sus obligaciones 
exigibles, y no fijar siquiera cuándo se produjo tal 
circunstancia, se ha producido la infracción legal 
denunciada. 
 
 Por todo lo cual procede estimar los recursos de 
casación, casar la sentencia de la Audiencia Provincial y, 
en su lugar, dictar otra por la que se estime el recurso de 
apelación interpuesto por los hoy recurrentes y se 
declare fortuito el concurso". 
 
 
 - La STS de 4 de abril de 2014 (Ponente: Antonio Salas 
Carceller) trata la responsabilidad de la entidad 
financiera por el pago de un cheque falso.  Se deniega 
por negligencia en la custodia: 
 
 "CUARTO.- El segundo motivo del recurso denuncia la 
vulneración del artículo 156 de la Ley Cambiaria y del 
Cheque en relación con la doctrina de esta Sala, con cita 
de las sentencias de 9 febrero 1998 y 29 marzo 2007. 
 
 Según dispone el artículo citado «el daño que resulte 
del pago de un cheque falso o falsificado será imputado 
al librado, a no ser que el librador haya sido negligente 
en la custodia del talonario de cheques, o hubiere 
procedido con culpa....». Se trata de una regulación 
insuficiente en tanto que del texto de la norma cabría 
deducir que basta que haya habido negligencia en la 
custodia o culpa del titular de la cuenta para que no 
exista responsabilidad del banco cualquiera que sea el 
carácter de la falsedad o de la falsificación y su posible 
apreciación por la entidad bancaria antes de proceder al 
pago del efecto. Ello ha llevado a exigir en cada caso una 
adecuada ponderación de las obligaciones de una y otra 
parte a efectos de determinar la posible responsabilidad 
del banco. Pero, en el presente supuesto, se dan 
circunstancias que claramente conducen a la inexistencia 
de responsabilidad por parte de la entidad librada pues, 
por un lado, se trataba de cheques con apariencia de 
regularidad que eran presentados habitualmente al 
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cobro por empleado de la demandante -circunstancias 
que se han considerado probadas- y, por otro, la propia 
literalidad de la norma conduce a dicha solución cuando 
libera al banco en caso de negligencia en la custodia del 
talonario, siendo en este caso tan significada dicha 
negligencia que la propia titular de la cuenta tenía como 
empleado a quien llevó a cabo la falsificación y le había 
confiado la custodia del talonario".  
 
 
 - STS de 14 de abril de 2014 (Ponente: Ignacio Sancho 
Gargallo) trata el tema de la restricción que establece el 
antiguo art. 49 LSRL y también el actual art. 183 LSC, de 
la posibilidad de representación de los socios en la junta 
de accionistas de una SL.  

 
 Según estos preceptos es necesario un poder general 
para la "administración de todo el patrimonio del socio". 
Al margen de lo excesivo que resulta este requisito, en la 
sentencia se trata un supuesto en el que en los estatutos 
se permitía un poder especial con remisión a la norma 
societaria. El TS considera que la remisión a la norma no 
supone la exigencia del poder general sino que los 
estatutos lo han regulado precisamente para flexibilizar 
esa representación.  
 
 
 - La STS de 23 de abril de 2014 (Ponente: Francisco 
Javier Arroyo Fiestas) analiza el supuesto de vehículo que 
circula a 52 Km/h y que atropella a peatón de cruza con 
semáforo rojo.  Concurrencia de culpas 70% para el 
peatón y 30% para el conductor: 

 
 "A la vista de los hechos declarados probados 
debemos considerar razonable la cuota de 
responsabilidad atribuida a cada uno de los 
intervinientes, a saber, 70 % a la peatón y 30 % al 
conductor del turismo. 
 
 Esta influencia desigual en el desarrollo del siniestro 
se deduce de que la peatón cruzó un paso de peatones 
en fase semafórica roja, para ella, con velocidad del 
vehículo de 52 km/h cuando el límite era de 50 km/h, 
unido a que un vehículo detenido en el carril derecho le 
restaba visibilidad. El resto de los peatones no cruzó y la 
peatón al percatarse del vehículo del demandado, en 
lugar de detenerse, corrió. 
 

 Por tanto, la intervención significativa, aunque no 
exclusiva, de la víctima es la que propicia la apreciación 
de la concurrencia de culpas, con la consiguiente 
moderación proporcional de las prestaciones 
indemnizatorias, que se ajusta a los hechos probados 
que se han apreciado sin signo alguno de arbitrariedad, 
operando el tribunal con arreglo a la lógica y lo 
razonable. 

 

 Esta Sala ha declarado que: "De esto se sigue que la 
moderación de la responsabilidad del conductor se 
integra en la apreciación del nexo de causalidad en su 
aspecto jurídico determinando su alcance. Esta es la 
razón por la que la negligencia del perjudicado no 
solamente aparece considerada en las tablas II, IV y V del 
Anexo LRCSVM como factor de corrección de las 
indemnizaciones básicas (en relación con el Anexo 
Primero, apartado 7, LRCSVM), sino también, como 
elemento determinante del alcance de la 
responsabilidad del conductor por daños a las personas, 
en el artículo 1 LRCSVM y en el Anexo Primero, apartado 
2 , en el que se contienen criterios para la determinación 
de la responsabilidad y la indemnización STS, del 11 de 
noviembre de 2010, RC. 645/2007".   
 
 
 - La STS de 24 de abril de 2014 (Ponente: Francisco 
Javier Arroyo Fiestas) resuelve un caso en el que no 
aplica el interés agravado del art. 20 LCS por conducta 
diligente de la aseguradora: 
 
 "Se constata que: 
 
 1. Se consignó y pagó 140.000 (128.000+12.000) 
euros antes de los tres meses del siniestro, dentro de las 
diligencias penales. 
 
 2. Se consignaron 229.217,37 euros el 15-2-2008. 
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 3. La aseguradora al ser emplazada, el 11 de marzo de 
2010 avaló 209.003,48 euros, con solicitud de que le 
fuese ofrecido y entregado a la avalada. 
 Ha declarado esta Sala: 
 
 Según el artículo 20.8 de la LCS, el recargo de los 
intereses por mora del asegurador tiene lugar cuando no 
se produce el pago de la indemnización por causa no 
justificada o imputable a la aseguradora. En su 
interpretación, tanto en su primitiva redacción, como en 
el texto vigente dado por la Ley 30/1995, de 8 de 
noviembre, esta Sala ha declarado en reiteradas 
ocasiones que la indemnización establecida en el artículo 
20 de la Ley de Contrato de Seguro tiene desde su 
génesis un marcado carácter sancionador y una finalidad 
claramente preventiva, en la medida en que sirve de 
acicate y estímulo para el cumplimiento de la obligación 
principal que pesa sobre el asegurador, cual es la del 
oportuno pago de la correspondiente indemnización 
capaz de proporcionar la restitución íntegra del derecho 
o interés legítimo del perjudicado. La mora de la 
aseguradora únicamente desaparece cuando de las 
circunstancias concurrentes en el siniestro o del texto de 
la póliza surge una incertidumbre sobre la cobertura del 
seguro que hace precisa la intervención del órgano 
jurisdiccional ante la discrepancia existente entre las 
partes al respecto, en tanto dicha incertidumbre no 
resulta despejada por la resolución judicial, nada de lo 
cual se da en el caso (SSTS 13 de junio de 2007 ; 26 de 
mayo y 20 de septiembre 2011 ).  STS, Civil sección 1 del 
25 de Enero del 2012, recurso: 455/2008 Sobre la 
incertidumbre también ha declarado la Sala que no la 
integra la mera discrepancia en las cuantías reclamadas.  
STS 17 de mayo de 2012, RC. 1427/2009. 
 
 Aplicada esta doctrina al caso de autos debemos 
concluir que la aseguradora actuó con razonable 
diligencia, pagando o garantizando gran parte del 
importe de las cantidades reclamadas, pese a las serias 
dudas sobre la cobertura del siniestro, dada la influencia 
en el resultado de la propia lesionada, que se tradujo en 
una cuota de imputación de un 70 %". 
 
 - La STS de 8 de mayo de 2014 trata el tema de los 
defectos en la grabación de los juicios reiterando el 
criterio general sobre esta materia: 
 
 "TERCERO.-Valoración de la sala. Los defectos de la 
grabación audiovisual del juicio 
 

 1.- Son ya varias las resoluciones en las que esta sala 
ha tratado la cuestión de la defectuosa grabación del 
juicio o de la vista, bien porque la misma no se produjo o 
el soporte de la grabación se perdió, bien porque la 
realizada tenía defectos que dificultaban su visionado o 
audición. Tales son las sentencias núm. 857/2009, de 22 
de diciembre, 774/2011, de 10 de noviembre, 87/2012, 
de 20 de febrero, 493/2012, de 26 de julio, y 327/2013, 
de 13 de mayo. 
 
 2.- Las conclusiones que sobre esta cuestión alcanzan 
estas sentencias pueden sistematizarse, en lo que aquí 
interesan en las que a continuación se exponen. 
 

 i) El principio general aplicable en esta materia es la 
de la conservación del proceso. La nulidad de 
actuaciones es una medida excepcional y de 
interpretación restrictiva por lo que es necesario para 
apreciarla que se haya producido una efectiva 
indefensión a las partes en litigio. 
 

 ii) Según el artículo 469.2 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil sólo procederá el recurso extraordinario por 
infracción procesal cuando, de ser posible, esta o la 
vulneración del artículo 24 CE se hayan denunciado en la 
instancia. La inobservancia de este requisito excluye la 
indefensión, por cuanto esta no concurre si la parte ha 
incurrido en ella por su propia actuación. 
 

 iii) No toda irregularidad procesal causa por sí misma 
la nulidad de actuaciones, ya que el dato esencial es que 
tal irregularidad procesal haya supuesto una efectiva 
indefensión material, y por lo tanto, trascendente de 
cara a la resolución del pleito. Por esta razón la parte 
debe justificar que la infracción denunciada, que se 
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concreta en la defectuosa documentación del juicio o de 
la vista mediante su grabación audiovisual, ha supuesto 
una indefensión material. 
 
 iv) Es carga de la parte recurrente precisar en qué 
consiste la indefensión material provocada por la 
defectuosa grabación del juicio, en función de datos 
concretos no recogidos en el acta que documentó el 
juicio. La defectuosa grabación de las vistas por sí misma 
no provoca la nulidad de lo actuado". 
 
 
 - La STS de 13 de mayo de 2014 (Ponente Francisco 
Javier Arroyo) trata el tema de la acción de repetición 
frente al asegurado que conducía bajo la influencia de 
bebidas alcohólicas y no tenía suscrito seguro voluntario. 
El plazo de prescripción se computa desde el pago el 
perjudicado pero lo interrumpe el procedimiento penal: 
 "De lo razonado debe concluirse que ha de ratificarse 
la doctrina jurisprudencial que interpreta el art. 10 del 
Real Decreto Legislativo 8/2004 de 29 de octubre, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre 
Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de 
Vehículos a Motor, en el sentido de que la acción de 
repetición, sustentada en el seguro obligatorio, prescribe 
por el transcurso del plazo de un año, contado a partir 
de la fecha en que se hizo el pago al perjudicado, sin 
perjuicio de la eficacia interruptiva del proceso penal 
seguido, por conducción bajo la influencia de bebidas 
alcohólicas o de drogas tóxicas, estupefacientes o 
sustancias psicotrópicas, contra el conductor del 
vehículo". 
 
 
 - La STS de 21 de mayo de 2014 (Ponente Rafael 
Saraza Jimena), versa sobre la protección de datos y en 
concreto sobre la inclusión de una persona en un 
registro de morosos.  El cumplimiento de la normativa 
sobre protección de datos, en lo relativo a la calidad de 
los datos del fichero, incumbe tanto al acreedor como a 
la entidad responsable del fichero: 
 
 "La persona cuyos datos personales son recogidos, 
tratados e incorporados a un fichero tiene derecho a 
obtener información, de forma inteligible, sobre sus 
datos de carácter personal sometidos a tratamiento (art. 
12.a de la Directiva y 15 LOPD) así como a obtener la 
rectificación, cancelación y bloqueo de los datos cuyo 
tratamiento no se ajuste a las exigencias de la normativa 
de protección de datos personales, en particular cuando 

tales datos resulten inexactos o incompletos (art. 12.b de 
la Directiva y 16.1 LOPD), debiendo el responsable del 
tratamiento hacer efectivo dicho derecho en el plazo de 
10 días ( art. 16.1 LOPD ), dando lugar la cancelación al 
bloqueo de los datos y debiendo el responsable del 
tratamiento notificar la rectificación o cancelación de los 
datos a aquellos a los que previamente hubieran sido 
comunicados los datos rectificados o cancelados ( art. 
16.3 y 4 LOPD ).  
 
11.- Si el responsable o el encargado del tratamiento no 
respetara las exigencias derivadas de los principios que 
regulan la calidad de los datos tratados, y como 
consecuencia de dicha infracción se causaran daños y 
perjuicios de cualquier tipo a los afectados, el art. 19 
LOPD, en desarrollo del art. 23 de la Directiva, les 
reconoce el derecho a ser indemnizados. 
 
 OCTAVO.- El tratamiento de datos de carácter 
personal relativos al cumplimiento o incumplimiento de 
obligaciones dinerarias facilitados por el acreedor 
 
 1.- Los datos referidos al incumplimiento de 
obligaciones dinerarias, como son los del caso objeto de 
este recurso, merecen un tratamiento específico en la 
ley, por las especiales características que presentan. 
 
 Conforme al art. 29 LOPD podrán tratarse no solo los 
datos de carácter personal obtenidos de los registros y 
las fuentes accesibles al público establecidos al efecto o 
procedentes de informaciones facilitadas por el 
interesado o con su consentimiento (apartado primero 
del precepto), sino también los relativos al cumplimiento 
o incumplimiento de obligaciones dinerarias facilitados 
por el acreedor o por quien actúe por su cuenta o 
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interés, notificándoselo a los interesados cuyos datos se 
hayan registrado en ficheros (apartado segundo).  
 2.- Como regla general, el tratamiento de los datos de 
carácter personal requiere el consentimiento inequívoco 
del afectado (art. 6.1 LOPD, 7.a de la Directiva y 8.2 de la 
Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea). 
Como excepción, dicho tratamiento puede realizarse sin 
el consentimiento del afectado cuando ello sea 
necesario para la satisfacción del interés legítimo 
perseguido por el responsable del tratamiento o por el 
tercero o terceros a los que se comuniquen los datos, 
siempre que la ley lo disponga ( art. 6.1 LOPD ) y no 
prevalezca el interés o los derechos y libertades 
fundamentales del interesado (art. 7.f de la Directiva), lo 
que encaja en el "otro fundamento legítimo previsto por 
la ley", como justificación alternativa al consentimiento 
de la persona afectada, previsto en el art. 8.2 de la Carta 
de Derechos Fundamentales de la Unión Europea. 
 
 La previsión del art. 29.2 LOPD de que pueden 
tratarse los datos personales relativos al cumplimiento o 
incumplimiento de obligaciones dinerarias facilitados por 
el acreedor sin el consentimiento del afectado se acoge a 
esta excepción. 
 
 Por tanto, lo que permitiría que los datos personales 
del demandante hubieran sido tratados en un fichero de 
los denominados "registros de morosos" (como los ha 
denominado esta sala en varias sentencias), esto es, de 
incumplimiento de obligaciones dinerarias, con base en 
la cesión de datos realizada por el acreedor y sin 
necesidad del consentimiento del interesado, no es, 
como se afirma en la instancia, que su condición de 
profesional « le sitúa al margen de la Ley Orgánica de 
Protección de Datos en cuanto a la necesidad de recabar 
expresamente su consentimiento », sino la previsión 
expresa del art. 29.2 LOPD para este tipo de ficheros, y la 
posibilidad excepcional que establece tanto la normativa 
convencional internacional y la comunitaria como la 
propia LOPD de que los datos personales sean tratados 
sin consentimiento del interesado cuando responda a 
una finalidad legítima prevista en la ley y se respeten los 
derechos del interesado.  
 
 LOPD, por cuanto que ello supondría restringir de un 
modo injustificado el derecho de control sobre los 
propios datos personales que los citados preceptos 
constitucionales, convencionales internacionales y 
comunitarios, reconocen a todo ciudadano. 
 

 Ningún precepto de la LOPD establece para este tipo 
de ficheros sobre incumplimiento de obligaciones 
dinerarias excepción alguna a los principios generales 
sobre calidad de los datos o a la obligación del 
responsable del fichero o del tratamiento de rectificar 
los datos que no respondan a estos principios. Tampoco 
establece minoración o restricción alguna de los 
derechos de información, oposición, cancelación y 
rectificación del afectado. 
 
 Una restricción injustificada de estos derechos del 
afectado sería contraria a la regulación constitucional, 
convencional internacional y comunitaria del derecho a 
la protección de datos personales. La STC 292/2000, de 
30 de noviembre, en su fundamento jurídico, consideró 
que los poderes de disposición y control sobre los datos 
personales, que constituyen parte del contenido del 
derecho fundamental a la protección de datos, requieren 
para su efectividad que el interesado pueda oponerse a 
la posesión y uso de sus datos personales, requiriendo a 
quien corresponda que ponga fin a la posesión y empleo 
de los datos. 
 
 Por tanto, no es posible que reglamentariamente se 
establezcan restricciones que desnaturalicen los 
derechos reconocidos al afectado por la LOPD en 
desarrollo del art. 18.4 de la Constitución. Las normas 
del RPD han de interpretarse de modo que se respete el 
derecho fundamental a la protección de datos 
personales tal como resulta de su regulación 
constitucional, convencional internacional, comunitaria y 
legal, puesto que las normas reglamentarias deben ser 
interpretadas y aplicadas según los preceptos y 
principios constitucionales, conforme a la interpretación 
de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas 
por el Tribunal Constitucional ( art. 5.1 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial ), hasta el punto de que si por vía 
interpretativa no pudiera lograse la conformidad de 
dichas normas reglamentarias con la constitución, el 
Convenio, la Directiva y la LOPD, no podrían ser aplicadas 
( art. 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial ). 
 
 Tanto el juzgado como la audiencia han fundado la 
absolución de Equifax en el cumplimiento por esta 
entidad de la normativa reglamentaria. La audiencia 
afirma que « la comprobación de la existencia, certeza y 
vencimiento de las deudas controvertidas no son de la 
incumbencia del titular del registro por exceder 
lógicamente de sus competencias ». 
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 La sala no comparte esta tesis. La interpretación de 
estas normas reglamentarias no puede llevar a que el 
responsable del "registro de morosos", esto es, la 
empresa titular del fichero común en el que se incluyen 
los datos sobre incumplimientos de obligaciones 
dinerarias procedentes de los ficheros de distintos 
acreedores, esté excluido de la obligación de velar por la 
calidad de los datos, y, por tanto, de cancelar o rectificar 
de oficio los que le conste que sean no pertinentes, 
inexactos o incompletos. Como responsable del 
tratamiento de los datos obrantes en el registro de 
morosos del que es titular, le compete atender la 
solicitud de cancelación o rectificación del afectado 
cuando la misma sea suficientemente fundada porque 
los datos incluidos en el fichero no respetan las 
exigencias de calidad derivadas de las normas 
reguladoras del derecho. Y por las mismas razones ha de 
responder de los daños y perjuicios causados al afectado 
cuando se hayan incumplido estas obligaciones. 
 (...) 
 Ciertamente, el acreedor o quien actúe por su cuenta 
o interés será ́ responsable de la inexistencia o 
inexactitud de los datos que hubiera facilitado para su 
inclusión en el fichero, en los términos previstos en la 
LOPD, pues es él quien razonablemente puede 
comprobar los requisitos relativos a la existencia, 
veracidad y pertinencia de los datos, al ser parte en la 
relación contractual en la que se produjo el 
incumplimiento, y así lo ha declarado esta sala en su 
sentencia núm. 226/2012, de 9 de abril. 
 
 Pero una vez que el interesado ejercita el derecho de 
rectificación o cancelación ante el responsable del 
registro de morosos, si la reclamación se realiza de 
manera documentada y justificada, el responsable de 
este fichero ha de satisfacer este derecho en los 
términos previstos en el art. 16 LOPD. No puede 
limitarse a trasladar la solicitud al acreedor, para que 
este decida, y seguir acríticamente las indicaciones de 
este, dando una respuesta estandarizada al afectado al 
que niega la cancelación que es lo realizado por Equifax. 
 (...) 
 Debe tomarse en consideración que el tratamiento 
de datos personales que puede causar daños más graves 
al interesado no es el efectuado por el acreedor en su 
fichero comercial, sino el realizado por la empresa titular 
del registro de morosos, cuyo fichero común puede ser 
consultado por un número indeterminado de empresas 
asociadas, con el descrédito que ello puede suponer para 

el afectado, provocando la intromisión ilegitima en su 
derecho al honor y daños morales y patrimoniales".   
 - La STS de 22 de mayo de 2014 (Ponente: Xavier O' 
Callaghan) trata de nuevo la cesión de contratos.   
 
 "La cesión de contrato consiste "en el traspaso a un 
tercero, por parte de un contratante, de la posición 
íntegra que ocupaba en el contrato cedido", de manera 
que el cesionario adquiere los derechos que ostentaba el 
cedente en la relación contractual como si hubiese sido 
el contratante inicial. Esta figura ha sido admitida por la 
jurisprudencia de esta Sala, al no estar regulada en el del 
Código civil, aunque sí lo está en el Código italiano 
(artículo 1406) y en el Fuero Nuevo de Navarra (ley 
513.2). La sentencia de 26 noviembre 1982 declara que 
"puede una de las partes contratantes hacerse sustituir 
por un tercero en las relaciones derivadas de un contrato 
con prestaciones sinalagmáticas si éstas no han sido 
todavía cumplidas y la otra parte prestó consentimiento 
anterior, coetáneo o posterior al negocio de cesión". 
Para que la cesión sea efectiva, la jurisprudencia ha 
exigido que en el negocio jurídico concurran las tres 
partes, es decir, el contratante cedente de su posición 
contractual, el nuevo que la adquiere y el cocontratante 
que va a resultar afectado por el cambio de deudor. 
(Sentencias de 9 diciembre 1997, 9 diciembre 1999, 21 
diciembre 2000 y 19 septiembre 2002). Sin el 
consentimiento de éste, no existe cesión, o como afirma 
la sentencia de 9 diciembre 1997, "la necesidad de 
mediar consentimiento es requisito determinante de la 
eficacia de la referida cesión contractual. 
 
 Además, se ha dictado, reiterando los conceptos 
anteriores, la sentencia de 28 octubre 2011. En todas 
ellas se destaca que es un negocio jurídico trilateral, que 
precisa, como elementos esenciales, el consentimiento 
del cedente, el del cesionario y, también, del cedido. 
 
 El problema, como se ha apuntado, es la posible 
ineficacia del primer contrato, cuando el vendedor 
(BELEYMA) celebra otro, segundo contrato, que incluye 
la cesión del primero a un tercero (BAHIA DE LA LUZ) sin 
el consentimiento del cedido, comprador en el primer 
contrato (OROSPEDA). La doctrina que aquí se reitera es 
que el vendedor del primer contrato (BELEYMA) ha 
incumplido el mismo -lo que da lugar a la 
resolución, ex artículo 1124 del Código civil - porque al 
ceder el contrato queda imposibilitado para cumplir su 
obligación de entrega derivada del mismo. Tanto más 
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cuanto el primer contrato prevé y admite la transmisión 
por el comprador (OROSPEDA), pero no así para el 
vendedor (BELEYMA). Es decir, éste carece de la facultad 
de transmitir y al hacerlo, incumple asimismo el 
contrato". 
 (...) 
 "El comprador del primer contrato no podría dirigirse 
contra el comprador del segundo por no ser parte en 
este contrato y no podría dirigirse contra el originario 
vendedor por carecer (lo ha vendido a tercero) de la cosa 
objeto de ambos contratos". 
 
 
 - La STS de 28 de mayo de 2014 trata el tema del 
contenido del requerimiento de pago para que surta 
efectos e impida la enervación posterior.  Ya sabéis que 
algunas Audiencias iban más allá del texto de la LEC y 
exigían que se advirtiese de las consecuencias de ese 
requerimiento.  Finalmente esas advertencias no serán 
necesarias: 
 
 "TERCERO.- En el presente caso se informaba a la 
arrendataria, que recibió el burofax, del importe del IBI, 
de la anualidad a la que correspondía, fotocopia de los 
recibos y se añadía que "en el caso de no ser atendidos 
los correspondientes al año 2009, PRESENTAREMOS 
Denuncia (letra negrita reproduce la del requerimiento) 
por incumplimiento  de contrato". 
 

 En suma, la comunicación fue clara y su recepción 
evidente, advirtiendo de presentación de denuncia 
(entiéndase demanda) por incumplimiento en caso de 
impago. 
 
 Puesta en relación el requerimiento con el art. 22.4 
LEC debemos concluir que dicho precepto exige: 
 

 1. La comunicación ha de contener un requerimiento 
de pago de renta o cantidad asimilada. 

 
 2. Ha de ser fehaciente, es decir, por medio que 

permita acreditar que llegó a conocimiento del 
arrendatario, con la claridad suficiente. 

 
 3. Ha de referirse a rentas impagadas. 
 
 4. Debe transcurrir el plazo legalmente previsto, que 

ha venido fluctuando entre uno y dos meses, en las 
sucesivas reformas legales. 

 

 5. Que el arrendatario no haya puesto a disposición 
del arrendador la cantidad reclamada. 

 

 Sin embargo, en dicho precepto no se exige que se 
comunique al arrendatario: 
 

1. Que el contrato va a ser resuelto. 
2. Que no procederá enervación de la acción de 

desahucio si no se paga en el plazo preceptivo. 
 
 El legislador no obliga al arrendador a que se 
constituya en asesor del arrendatario, sino tan solo a que 
le requiera de pago. 
 
 En el presente caso, la arrendadora va más allá y 
anuncia una denuncia (demanda) por incumplimiento. 
Esta información que se traslada a la arrendataria es la 
crónica anunciada de un proceso judicial y no podía 
pasar desapercibida a la arrendataria, ni su gravedad ni 
las consecuencias, pues es comúnmente sabido que el 
impago de rentas genera la resolución del contrato y el 
desahucio de la vivienda o local. 
 
 No estamos ante un derecho del arrendatario que 
pudiera conllevar la necesaria información para su 
ejercicio, sino ante un derecho del arrendador a que se 
le abonen las rentas y cantidades asimiladas (IBI) y una 
obligación de pago por parte del arrendatario. 
 
 Como declara la sentencia de esta Sala de 26 de 
marzo de 2009 (rec. 1507/2004), la enervación del 
desahucio no se configura tanto como un derecho 
cuanto como una oportunidad del arrendatario para 
evitar el desahucio por falta de pago, porque al 
arrendador no le es indiferente el momento en que se le 
pague la renta estipulada".  
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